
 
 

 

Sr. S. de Vega, Presidente La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 2 de 
diciembre de 2021, ha examinado el 
procedimiento de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por Dña. yyyy, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a sus 
competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

 
Sr. Ramos Antón, Consejero y 
Ponente 
Sra. Ares González, Consejera 
Sr. Herrera Campo, Consejero 
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
 

 
 
 

DICTAMEN 449/2021 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 8 de octubre de 2021 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el procedimiento de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
Dña. yyyy, debido a los daños sufridos en una caída al tropezar con la tapa de 
una alcantarilla. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 14 de octubre de 2021, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo con 
el número de referencia 449/2021, iniciándose el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por la Resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia al Consejero Sr. Ramos Antón. 

 
Primero.- El 6 de julio de 2017 Dña. yyyy presenta una reclamación de 

responsabilidad patrimonial frente al Ayuntamiento de xxxx, debido a los daños 
sufridos en una caída acaecida el 25 de abril de 2017 en la calle cccc de la 
localidad, a la altura del número 13, al quedar su pie derecho enganchado entre 
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los orificios de una baldosa en mal estado. Afirma que el percance le causó 
fuertes contusiones tanto en la rodilla derecha como en ambas manos. 

 
Tras realizarse un TAC el 14 de junio de 2017, se objetiva una fractura 

cortical, completa, desplazada y sin signos de consolidación localizada en el 
margen dorsal del hueso piramidal izquierdo. 

 
Señala que se encuentra en situación de baja laboral desde el 19 de junio, 

impedida para desempeñar su puesto de trabajo como docente en la universidad 
y como médico anestesista. Añade que, desde que sufrió la caída hasta la baja 
laboral, tampoco ha podido realizar las guardias médicas asignadas. No cuantifica 
la indemnización que reclama.  
 

Adjunta documento gráfico del estado de las baldosas de la acera, 
radiografías e informe del Centro de Diagnóstico y Resonancia Magnética de xxxx, 
informes del Servicio de Traumatología y Cirugía Ortopédica del Hospital hhhh de 
xxxx y partes de baja. 

 
Segundo.- El 13 de septiembre de 2018, previo requerimiento, presenta 

parte médico de alta laboral de 18 de octubre de 2017. Indica que posteriormente 
sufrió una recaída que motivó un segundo periodo de IT, del que presenta alta 
médica de 15 de mayo 2018. Cuantifica la indemnización solicitada en 30.858,86 
euros, por los siguientes conceptos: por la no realización de guardias médicas, 
13.808,86 euros; por perjuicio particular moderado correspondiente al primer 
periodo, 9.735 euros y por perjuicio básico referido a una segunda fase, 7.315 
euros. 

 
Une también a su escrito informe médico de 15 de mayo de 2020, en el 

que se hace constar el resumen de la actividad asistencial prestada. Refiere el 
alta médica de la paciente el 17 de octubre de 2017 e indica “Muñeca izda.: Muy 
bien clínica y ecográficamente”. Asimismo, señala el 13 de noviembre de 2017 
“Rev. Muñeca Izda.: Vuelve por inflamación en vaina de T Ext C de los dedos tras 
realizar esfuerzo con pilates aéreo s/ narra. 

 
»Eco: Ext C de los dedos inflamada la vaina. Pongo CC+S”. 

 
Adjunta certificado de 13 de noviembre de 2017 emitido por el director de 

Gestión y Servicios Generales del Complejo Asistencial de xxxx. Por un lado, 
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señala las guardias médicas no realizadas en abril, mayo y junio (7) y por otro 
las retribuciones que le hubiese correspondido percibir desde el 20 de junio al 19 
de octubre 2017. 
 

Tercero.- El 26 de noviembre de 2018 el jefe de Servicio de Vialidad 
municipal informe de que “Al día de la fecha la arqueta propiedad de la empresa 
qqqq, se encuentra reparada. 

 
»Los trabajos realizados han sido asumidos por qqqq”. 

  
Cuarto.- El 7 y 21 de septiembre de 2020 se practica la prueba testifical. 

En sus declaraciones ambas convienen en el lugar y la causa de la caída, 
concretamente refirieren el mal estado de las baldosas de la acera. 

 
Quinto.- Obra en el expediente dictamen pericial evacuado a instancia de 

la aseguradora, de 4 de febrero de 2021, en el que reconoce lesiones temporales 
(175 días) y, como gastos resarcibles, los gastos médicos y lucro cesante por 
razón de guardias médicas. 
 

El 8 de febrero de 2021 la aseguradora de la Administración presenta 
valoración de daños en concepto de perjuicio moderado, que asciende a 9.586,50 
euros (175 días a razón de 54,78 euros/día). 
 

Sexto.- El 9 de abril se concede trámite de audiencia a qqqq, como titular 
de la arqueta. Esta efectúa alegaciones en las que niega la titularidad de la 
infraestructura causante del incidente. 
 

Séptimo.- Concedido trámite de audiencia a la reclamante, esta presenta 
alegaciones en las que discrepa de la culpabilidad atribuida y de la cuantificación 
de la indemnización. 

 
Octavo.- El 7 de octubre de 2021 se formula propuesta de resolución 

estimatoria parcial de la reclamación. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 

1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 
expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el artículo 
4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, correspondiendo a la sección Segunda emitir el dictamen según 
lo establecido en el apartado tercero, 2.e), del Acuerdo de 6 de marzo de 2014, 
del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición y competencias de 
las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (en adelante LPAC), con las especialidades que se 
recogen en relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

 
No obstante, se incumple el plazo máximo de resolución y notificación 

establecido en su artículo 91.3, lo que no elimina la obligación de dictar resolución 
expresa conforme a lo dispuesto en el artículo 21.1 de la LPAC. Tal dilación ha 
de considerarse como una vulneración por parte de la Administración del artículo 
12.b) del Estatuto de Autonomía de Castilla y León, que consagra el derecho de 
los ciudadanos a la resolución de los asuntos que les conciernan en un plazo 
razonable; e igualmente contraría los principios de buena administración y el de 
control del gasto público ligado a la consecución de los objetivos de estabilidad 
presupuestaria, considerado el incremento que ha de conllevar necesariamente 
la cantidad que como indemnización se vaya a conceder a la reclamante, en su 
caso, mediante la oportuna resolución. 

 
3ª.- La reclamación se ha interpuesto por persona legitimada, de acuerdo 

con el artículo 4 de la LPAC. La competencia para resolver la reclamación 
corresponde al Alcalde, sin perjuicio de la delegación de competencias que pueda 
existir, conforme a los artículos 21.1.s) y 23.2.b) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
reguladora de las Bases del Régimen Local (LBRL), en relación con el artículo 92, 
párrafo segundo, de la LPAC.  

La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 67.1 de la LPAC. 
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4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos 
de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de 
los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los artículos 

32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público (LRJSP), a la que se remite, de forma genérica, el artículo 54 de 
la LBRL. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la doctrina del Consejo 

de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad patrimonial 
de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes requisitos: 

 
a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 

individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la persona 

que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley. 
 
c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 

 
d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
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5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre una reclamación de 
responsabilidad patrimonial por los daños sufridos en una caída ocurrida, según 
alega la reclamante, a consecuencia del mal estado de la acera, concretamente 
por el saliente de una tapa de arqueta. 

 
En la esfera de las Administraciones locales, el artículo 54 de la LBRL 

establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños y 
perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de 
sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la 
legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es 
reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del Reglamento 
de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2568/86, de 28 de noviembre. 

 
Por su parte, el artículo 3.1 del Reglamento de Bienes de las Entidades 

Locales, aprobado por el Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, establece que 
“Son bienes de uso público local los caminos, plazas, calles, paseos, parques, 
aguas de fuentes y estanques, puentes y demás obras públicas de 
aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y policía sean de la 
competencia de la entidad local”. 

 
Resulta igualmente indiscutible la competencia de los municipios para la 

“pavimentación de vías públicas” de acuerdo con el artículo 26.1.a) de la LBRL, 
lo que necesariamente incluye su mantenimiento.  

 
El Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (por todas, Sentencia de 

8 de marzo de 2019) ha señalado que “la pavimentación de vías urbanas 
responde a la necesidad no solo de garantizar unas objetivas condiciones de 
salubridad del entorno urbano, sino también de garantizar condiciones objetivas 
de seguridad; seguridad para el tránsito de vehículos y seguridad para el tránsito 
de las personas”. 

 
Ahora bien, la obligación de la Administración local de garantizar una 

adecuada pavimentación y conservación de las vías públicas urbanas no puede 
entenderse en términos absolutos, en el sentido de exigir de la Administración 
una conducta tan exorbitante que le obligue a corregir cualquier deficiencia del 
pavimento por insignificante que esta sea. El cumplimiento o no de aquella 
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obligación solo podrá determinarse en relación con el estándar mínimo exigible a 
la prestación del servicio público, de manera que solo si la Administración no ha 
actuado conforme a dicho estándar podrá apreciarse responsabilidad patrimonial.  

 
En este sentido, el funcionamiento del servicio público viario no se ajusta 

a los estándares de actividad mínima exigible y por ende conlleva responsabilidad 
de la Administración, cuando las deficiencias del pavimento tienen entidad 
suficiente para generar una situación de riesgo sustancial.  
 

A estos efectos, corresponderá a la parte interesada acreditar que los 
daños traen causa directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal del 
servicio público, de acuerdo con los viejos aforismos necessitas probandi incumbit 
ei qui agit y onus probandi incumbit actori, el principio general sobre la carga de 
la prueba contenido en el artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil (LEC), y lo que, más específicamente para el régimen de la 
responsabilidad objetiva de la Administración, dispone el artículo 67.2 de la LPAC. 
La Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en su caso, 
desvirtúen los alegados por la parte contraria.  

 
En el caso objeto del presente dictamen, la entidad local no cuestiona la 

veracidad de los hechos y reconoce la responsabilidad patrimonial de la 
Administración por culpa in vigilando, si bien advierte la concurrencia de culpa 
de la víctima, quien debió extremar su cuidado y atención en la deambulación 
por lugares de paso. Así, señala que tal conclusión “se basa en las fotografías de 
la arqueta deteriorada. Dichos desperfectos son claramente visibles por la entidad 
de los mismos y por estar situados casi en el centro de la acera, y pudieron ser 
evitados sin dificultad alguna por la reclamante, considerando asimismo la 
mediana edad de la misma y no ser una persona aquejada de falta de movilidad 
alguna (…)”. 
 

En consecuencia, las circunstancias mencionadas permiten apreciar una 
concurrencia de culpas, al concurrir un deficiente funcionamiento del servicio 
público, con una falta de diligencia en el control de la propia deambulación de la 
reclamante que, en el presente caso, si bien no anula el título de imputación, lo 
limita sustancialmente. 
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De esta forma, a juicio de este Consejo Consultivo, debe apreciarse una 
concurrencia de culpas, considerando adecuado cuantificar la responsabilidad de 
la Administración en un 50 %, y atribuir a la reclamante un 50 % de la culpa. 

 
6ª.- Respecto al importe de la indemnización, cabe señalar que este 

Consejo considera, al igual que la Administración, que la valoración de los daños 
efectuada por la reclamante no es correcta.  

 
Como criterio de evaluación de los daños es posible acudir, como hace la 

reclamante, al que proporciona la Ley 35/2015, de 22 de septiembre, de reforma 
del sistema para la valoración de los daños y perjuicios causados a las personas 
en accidentes de circulación, cuyo valor como criterio de referencia a tales efectos 
se destaca ahora expresamente en el artículo 34.2 de la LRJSP: “La indemnización 
se calculará con arreglo a los criterios de valoración establecidos en la legislación 
fiscal, de expropiación forzosa y demás normas aplicables, ponderándose, en su 
caso, las valoraciones predominantes en el mercado. En los casos de muerte o 
lesiones corporales se podrá tomar como referencia la valoración incluida en los 
baremos de la normativa vigente en materia de Seguros obligatorios y de la 
Seguridad Social”.  

  
Dentro del título IV del texto refundido de la Ley sobre responsabilidad 

civil y seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 8/2004, de 29 de octubre (TRLRCSCVM), en la redacción dada por la 
citada Ley 35/2015, de 22 de septiembre, el artículo 134 define las lesiones 
temporales como aquellas que sufre el lesionado desde el momento del accidente 
hasta el final de su proceso curativo o hasta la estabilización de la lesión y su 
conversión en secuela y determina expresamente que la indemnización por 
dichas lesiones es compatible con la que proceda por secuelas. 

 
Pues bien, respecto a las lesiones temporales reclamadas, se ha de 

convenir con el informe de la aseguradora de la Administración que únicamente 
procede valorar el periodo comprendido entre el día del accidente (25 de abril de 
2017) hasta el alta médica (17 de octubre de 2017), en concepto de perjuicio 
moderado. A este lapso de tiempo será de aplicación el baremo correspondiente 
a 2017 (se advierte un error en el informe de la aseguradora), año en el que 
ocurrió el percance. Por ello, la indemnización por este concepto asciende a 
9.122,75 euros. 
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El segundo periodo interesado por la reclamante en concepto de perjuicio 
básico (desde el 19 de octubre de 2017 hasta el 15 de mayo de 2018) no puede 
ser acogido. El informe médico de traumatología del deporte aportado por la 
reclamante dispone que el 13 de noviembre de 2017 tuvo “Rev. Muñeca Izda.: 
Vuelve por inflamación en vaina de T Ext C de los dedos tras realizar esfuerzo 
con pilates aéreo s/ narra”. Por ello, el motivo directo de la inflamación no sería 
el percance sufrido, sino el “esfuerzo con pilates”. 
 

Por otro lado, en cuanto al perjuicio patrimonial aducido por no realizarse 
las denominadas guardias médicas, la reclamante interesa 13.808,86 euros. En 
relación con este importe, que se deriva del certificado del director gerente del 
Hospital a partir del informe del jefe del servicio de Anestesiología y Reanimación, 
se plantean dudas sobre la posible duplicidad de cómputo de una guardia de 
junio, y la no percepción del complemento de IT, entre otros extremos, que sería 
preciso aclarar convenientemente. 

 
De igual manera, a pesar del informe mentado y debido a que existe 

jurisprudencia que conceptúa las guardias médicas como retribuciones 
complementarias fijas que han de abonarse, aunque el empleado se encuentre 
en IT, parecería conveniente que se incorporarse al expediente, al menos, una 
declaración jurada de la reclamante que manifestara que no ha recibido 
retribución alguna por este concepto. 

 
Por consiguiente, el importe del perjuicio patrimonial reclamado debe 

acreditarse convenientemente y concretarse en expediente contradictorio. 
 
En todo caso, el importe de la indemnización que se fije, teniendo en cuenta 

la concurrencia de culpas apreciada, ha de minorarse en un 50 % respecto a la 
valoración total de los daños. 

 
Ha de recordarse, finalmente, que la cuantía indemnizatoria deberá 

actualizarse a la fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad 
en la forma prevista en el artículo 34.3 de la LRJSP. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León informa: 

Procede dictar resolución estimatoria parcial, en los términos indicados en 
el presente dictamen, en el procedimiento de responsabilidad patrimonial iniciado 
como consecuencia de la reclamación presentada por Dña. yyyy, debido a los 
daños y perjuicios sufridos en una caída por el mal estado de la acera. 

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 

 
 


